Acción de Revisión 

Rad. 660012204000 2019 00183 00
Actor: PLSG
Decisión: Rechaza


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACCIÓN DE REVISIÓN / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS / RECHAZO DE LA DEMANDA / FALTA DE LEGITIMACIÓN / LA DEMANDA DEBE SER PRESENTADA POR UN ABOGADO.
La acción de revisión ha sido erigida como una herramienta procesal extraordinaria, la cual tiene por objeto derrumbar la presunción de acierto y legalidad que acorde con los postulados del Principio de la Cosa Juzgada ampara a una sentencia que se encuentra ejecutoriada. Por ello, para su procedencia se han establecido una serie de requisitos que forzosamente debe cumplir el accionante para la admisibilidad y su posterior y eventual prosperidad.

Dichos requisitos han sido clasificados como de naturaleza general y específica. Así tenemos que los requisitos generales son aquellos que resultan ser comunes para todas las causales de revisión, Vg. la legitimidad del accionante, la constancia de la ejecutoria del acto procesal objeto de la acción, etc…; mientras que los requisitos específicos se pregonan de manera especial de la causal invocada, Vg. la demostración, así sea sumaria del hecho nuevo o la prueba nueva, la existencia de la prueba falsa o del acto delincuencial de un tercero, etc…
Al  aplicar  lo  antes  expuesto  al  caso  subexamine, observa  la  Sala  que  el  libelo  no se  ajustaba  a  los  requisitos  generales, consagradas en los artículo 193 y siguientes de la Ley 906 del 2004, toda vez que en este asunto se evidencia la existencia de un defecto relacionado con la legitimidad del señor PLSG para interponer la acción, y adicionalmente, porque se aprecia que no se reúnen los requisitos que exige el artículo 193 del Código de Procedimiento Penal, en los casos en los que el invocante de la acción no sea abogado, para lo cual dice “… En los demás casos se requerirá poder especial para el efecto…”.
Adicionalmente, revisado el expediente ha encontrado esta Colegiatura que tampoco se cumplen las exigencias establecidas en los numerales 3 y 5 del artículo 194 del C.P.P., ello por cuanto no se informa de manera directa cuál causal se invoca, lo que tampoco se logra inferir del escrito presentado; aunado a ello, tampoco relacionó el libelista las evidencias en que funda su pedido y mucho menos se aportaron las copias de la sentencia cuya revisión se pide.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL
Magistrado  Ponente:
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Pereira, cinco (05) de febrero de dos mil veinte (2020) 
Acta No. 066
Hora: 3:40 p.m.  
Sentenciado: PLSG  
Delitos: Actos sexuales con menor de 14 años  

Rad. # 660012204000 2019 00183 00

Asunto: Acción de revisión

Decisión: Rechaza
A S U N T O:
Se pronuncia la Sala sobre las condiciones de admisibilidad de la  Acción de Revisión instaurada por el señor PLSG en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, en la cual se le declaró responsable de la materialización de la conducta punible de actos sexuales abusivos con menor de 14 años, con lo que busca se revisen la pruebas que sustentaron la decisión de primera instancia. 
LOS HECHOS QUE ORIGINAN LA ACCIÓN: 

El señor PLSG fue condenado por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía - Rda, al hallarlo responsable de la materialización de la conducta punible de actos sexuales abusivos con menor de 14 años, según hechos ocurridos el día 5 de febrero del año 2015, ahora solicita la revisión de la decisión dictada en su contra por considerar que al momento de dictar sentencia el fallador basó tal determinación en pruebas que no eran contundentes y más bien en conclusiones de aquello que la Fiscalía presentó en el juicio. 
PARA RESOLVER SE CONSIDERA:
La Sala es competente para pronunciarse sobre la viabilidad de la presente Acción de Revisión, acorde con lo establecido en el numeral 3 del artículo 34 de la Ley 906 del 2.004.
La acción de revisión ha sido erigida como una herramienta procesal extraordinaria, la cual tiene por objeto derrumbar la presunción de acierto y legalidad que acorde con los postulados del Principio de la Cosa Juzgada ampara a una sentencia que se encuentra ejecutoriada. Por ello, para su procedencia se han establecido una serie de requisitos que forzosamente debe cumplir el accionante para la admisibilidad y su posterior y eventual prosperidad.

Dichos requisitos han sido clasificados como de naturaleza general y específica. Así tenemos que los requisitos generales son aquellos que resultan ser comunes para todas las causales de revisión, Vg. la legitimidad del accionante, la constancia de la ejecutoria del acto procesal objeto de la acción, etc…; mientras que los requisitos específicos se pregonan de manera especial de la causal invocada, Vg. la demostración, así sea sumaria del hecho nuevo o la prueba nueva, la existencia de la prueba falsa o del acto delincuencial de un tercero, etc…

Al  aplicar  lo  antes  expuesto  al  caso  subexamine,  observa  la  Sala  que  el  libelo  no se  ajustaba  a  los  requisitos  generales, consagradas en los artículo 193 y siguientes de la Ley 906 del 2004, toda vez que en este asunto se evidencia la existencia de un defecto relacionado con la legitimidad del señor PLSG para interponer la acción, y adicionalmente, porque se aprecia que no se reúnen los requisitos que exige el artículo 193 del Código de Procedimiento Penal, en los casos en los que el invocante de la acción no sea abogado, para lo cual dice “… En los demás casos se requerirá poder especial para el efecto…”.

De acuerdo a lo anterior, en los casos en que se interponga este tipo de acción por parte del procesado, se requiere que actúe debidamente representado por un profesional del derecho idóneo que pueda darle a conocer al revisor, de una manera técnica y jurídica, las razones por las cuáles se pretende la modificación de la sentencia cuya revisión se invoca, atendiendo lo dispuesto en el artículo 194 del C.P.P.; de esa manera, es claro que en el presente asunto no se cumplió con ese requisito, porque fue el actor quien presentó la petición en forma personal y directa, y a pesar de que mediante auto del 19 de diciembre de 2019, esta Sala de Decisión le inadmitió la acción informándole de la necesidad de que subsanara el error, tal cosa no fue realizada dentro del término para ello conferido, incluso a la fecha el requerimiento sigue sin respuesta. 

Frente a este asunto ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“[…] En efecto, atendiendo al artículo 221 del Código de Procedimiento Penal, se sustenta en el hecho que la acción de revisión podrá ser promovida por cualquiera de los sujetos procesales que tengan interés jurídico y que se encuentren reconocidos dentro de la actuación penal. No obstante, tal normativa no descarta que la demanda que pretende derrumbar la inmutabilidad y firmeza del fallo debe presentarse a través de un profesional del derecho, toda vez que la misma debe contener y respetar las exigencias técnicas que establece el artículo 222 del mismo estatuto, lo que requiere de especiales conocimientos jurídicos.

Por  ello,  de  acuerdo  con  lo  preceptuado  en  el  artículo  127, ibidem, el  procesado  sólo  podrá  ejercer  su  propia  defensa  sin  necesidad  de apoderado, cuando ostente la calidad de abogado titulado y estuviere autorizado legalmente para ejercer la profesión, conocimiento jurídico que le permite afrontar acciones como la que aquí se intenta.

[…]

Ha dejado sentado la jurisprudencia de esta Corte que el sentenciado tiene legitimidad para promover la acción de revisión contra un fallo adverso a sus intereses, pues el hecho de que no aparezca señalado en el artículo 233 del Código de procedimiento penal entre sus titulares, en modo alguno significa que carezca de ella para el ejercicio de tan excepcional instrumento.

“No obstante esto, también ha dejado en claro que la única limitante prevista por el ordenamiento consiste en que la demanda se presente por un abogado titulado que tenga poder especial para hacerlo, así sea el mismo profesional que intervino en el trámite ordinario, o de un defensor distinto, pues se trata de una actividad posterior a la culminación del proceso, que comprende la elaboración del libelo según precisos requisitos formales, la invocación de concretas causales legales, el correcto señalamiento de los fundamentos jurídicos y fácticos, la relación de las pruebas que se aportan para demostrar los hechos básicos de la petición, y una adecuada sustentación compatible con la naturaleza de la causal que se invoca, todo lo cual es, evidentemente, materia de especiales conocimientos jurídicos. […]”. 

Adicionalmente, revisado el expediente ha encontrado esta Colegiatura que tampoco se cumplen las exigencias establecidas en los numerales 3 y 5 del artículo 194 del C.P.P., ello por cuanto no se informa de manera directa cuál causal se invoca, lo que tampoco se logra inferir del escrito presentado; aunado a ello, tampoco relacionó el libelista las evidencias en que funda su pedido y mucho menos se aportaron las copias de la sentencia cuya revisión se pide.
De acuerdo a lo anterior y toda vez que el señor PLSG no subsanó los yerros que se le señalaron en el auto por medio del cual inicialmente se inadmitió la acción de revisión que intenta, no le queda otro camino a esta Sala que proceder a rechazar de plano la presente acción de revisión por no reunir los requisitos generales legales para su admisión y posterior estudio. 

En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:

PRIMERO: RECHAZAR el libelo de la acción de revisión impetrada por el señor PLSG, por las razones atrás anotadas.

SEGUNDO: NOTIFÍQUESE de esta decisión al libelista quien se encuentra privado de la libertad en el EPAMS de Anserma-Caldas, razón por la cual se le deberá comisionar a los Juzgados Promiscuos Municipales, reparto, de esa localidad para que en el término de tres (3) días a partir del envío de la comunicación procedan a notificarlo personalmente.

TERCERO: DECLARAR que contra esta determinación solo procede el recurso de reposición.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE:

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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